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I. INTRODUCCION GENERAL

Parece necesario comenzar la exposicién con algunas reflexiones
de indole general sobre un tema que puede parecer menor en rela-
cién a lo que hoy son las grandes cuestiones del ordenamiento eléc-
trico como son las que guardan proximidad con la ordenacién del
mercado, el sistema tarifario y el mismo funcionamiento del érgano
regulador (1). Esto es cierto, aun cuando también es verdad que, des-
de el punto de vista de la mera especulacién juridica, raramente se
puede hablar de temas menores e, incluso, muchas veces los que sue-
nan como menores merecen esa calificacion sélo en relacién a su es-
casa trascendencia social —lo que a veces es solamente circunstan-
cial— y no a su dificultad juridica objetiva. En todo caso, siempre es
posible contribuir, a través del ejercicio del puro razonamiento juri-
dico, a la més correcta explicacién de un sector de la vida social y, si
es posible, a su mejora.

La cuestién del soterramiento de las lineas eléctricas plantea muy
distintos problemas juridicos que no siempre tienen una solucién ta-
xativa en el ordenamiento juridico sectorial inicialmente aplicable.
En una cuestién como ésta, incluso, hay necesariamente que tras-
cender de la mera consideracién al ordenamiento eléctrico y pasar a
observar diversas fuentes juridicas de conocimiento e informacién.
Y no todas ellas son siempre lo suficientemente precisas como para
resolver sin dudas los problemas planteados.

En suma, que estamos ante problemas que deben ser entendidos
dentro de planteamientos més amplios que, como en el tema de las
hipotéticas indemnizaciones por los perjuicios causados por las 6r-
denes individuales o por las decisiones generales de soterramiento
(normalmente vinculadas al ejercicio de la planificacién territorial o
urbanistica), conducen necesariamente a los aledafios de las catego-
rias juridicas sobre lo que se consideren limitaciones o delimitacio-
nes de la propiedad cuando no encuentran —como sucede en algu-
nos casos— una exacta respuesta en el ordenamiento juridico
aplicable.

(1) Cuestiones estudiadas ejemplarmente en el trabajo de S. MuRoz MAcHADO, Servicio
publico y mercado. 1V. El sistema eléctrico, Civitas, Madrid, 1998. Cfr. también el estudio re-
copilatorio de toda una evolucién de G. ArRINO ORTIZ y L. LOPEZ DE CASTRO, El sistema eléc-
trico espaiiol. Regulacién y competencia, Montecorvo, Madrid, 1998. Vid., también,
V. ALvaREZ GARCiA y R. DUARTE MARTINEZ, Administracién piiblica y electricidad, Civitas, Ma-
drid, 1997. Finalmente, J. DE LA CRUZ FERRER, La liberalizacién de los servicios piiblicos y el
sector eléctrico. Modelos y andlisis de la Ley 54/1997, Marcial Pons, Madrid, 1999. Cons-
cientemente y dada la orientacién del trabajo, no se va a citar bibliografia especifica sobre
Derecho eléctrico anterior a 1997.



EL SOTERRAMIENTO DE LAS LINEAS ELECTRICAS. PROBLEMATICA JURIDICA GENERAL

Nos encontramos, entonces, ante un tema esencialmente abierto
y al que conviene no aproximarse con apriorismos (2), sino, mas
bien, con la mentalidad inmaculada, en teoria, del investigador. Des-
de ese punto de vista, el problema del soterramiento de las lineas
eléctricas y las distintas cuestiones que en torno a él se mueven es
muy atractivo para la pura especulacién juridica, aunque entiendo
perfectamente que pueda resultar cuestion bastante delicada —cuan-
do menos— para el gestor de una compaiiia eléctrica en tanto que la
decisién del soterramiento lleva consigo normalmente unas mayores
exigencias de inversién econémica.

El gran problema que puede enunciarse, entonces, es el de quién
puede decidir y por qué motivos o en aplicacién de qué valores algo
que puede arrastrar consecuencias desfavorables para unos actores
de la vida econémica. Y, desde otro punto de vista, la cuestién subsi-
guiente a resolver es si estos actores estdn obligados a cumplir unas
determinadas decisiones en todo caso o si, en segiin qué circunstan-
cias, pueden plantear —y con expectativas ciertas de obtenerlas—
reclamaciones indemnizatorias o compensaciones econémicas de al-
gun tipo frente a quien les haya obligado a llevar a cabo el soterra-
miento de las lineas eléctricas de su titularidad.

Advierto ya que no hay respuestas completamente claras y exac-
tas en el ordenamiento juridico a las preguntas que acabo de enume-
rar, y ello aunque procedamos con una visién totalizadora que supe-
re los estrictos limites del ordenamiento juridico eléctrico, que es,
por cierto, bastante imperfecto a estos efectos, como tendremos oca-
sién de comprobar suficientemente en este trabajo. En todo caso,
parece mas que razonable comenzar el examen juridico por una vi-
sién de las informaciones que podamos deducir de la legislacién pro-
pia del sector eléctrico.

(2) Los apriorismos que, creo, deben evitarse en esta cuestién son de muy distinto
tipo. Unos, los que comento ahora, de tipo meramente moral: lo «bueno» o lo «malo» de
las decisiones de soterramiento. Sin embargo y en la mayor parte de las ocasiones, el tema
nos sitda ante cuestiones esencialmente relativas y muy dependientes de determinadas
condiciones que pueden venirles dadas a los correspondientes actores. Eso es muy f4cil-
mente comprensible si se tiene en cuenta cémo en paises de alto indice de terremotos, por
ejemplo, no se impone el soterramiento de las lineas eléctricas, sino, justamente, se procu-
ra lo contrario. La visién de las calles de una ciudad japonesa (comenzando por la propia
Tokio) es muy clara sobre ese particular.



ANTONIO EMBID IRUJO

II. CONSIDERACIONES DE LA PROBLEMATICA JURIDICA PLANTEADA DESDE
LA LEGISLACION PROPIA DEL SECTOR ELECTRICO. EL PAPEL BASICO
DE LA PLANIFICACION ELECTRICA EN LA TEORIA Y SU NULA SIGNIFICACION
EN LA PRACTICA. LA POSICION PREPONDERANTE DE LAS PLANIFICACIONES
URBANISTICA Y TERRITORIAL

Lo que llamo legislacién propia del sector eléctrico nos conduce,
obviamente, a la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctri-
co (LSE en adelante en este trabajo), texto que ha tenido varias mo-
dificaciones posteriores pero que no afectan decisivamente al tema
que debemos considerar, excepto en el supuesto de la Ley 13/2003,
de 23 de mayo, reguladora del contrato de concesién de obras publi-
cas, que luego estudio en el texto (3). No voy a hacer ningtn tipo de
incursién en normativas también eléctricas anteriores a esta Ley 54/
1997 porque no aportaria nada sensiblemente importante en rela-
cién a lo que tenemos que considerar. Es tinicamente la LSE el texto
que debo examinar, lo que voy a hacer tratando, sucesivamente, de
las referencias en ella a las servidumbres de paso [1] y de la regula-
cién de la planificaciéon eléctrica [2], mencién que abrira otras varia-
das consideraciones en subsiguientes apartados sobre la planifica-
cién eléctrica y administrativa en general [3], sobre las decisivas
novedades de la reciente Ley 13/2003 [4] y sobre la congruencia de
esas novedades con las relaciones entre formas de planificacién [5].
Notaré luego las contradicciones que sobre la planificacién eléctrica
se producen en distintas leyes del sector aplicables a algunas CC.AA.
[6], para seguir constatando la debilidad de contenidos que ha teni-
do, hasta el momento, la planificacién energética [7] y concluir insis-
tiendo en el papel muy importante de las planificaciones territorial y
urbanistica y los criterios que pueden deducirse de ellas y otras nor-
mas sobre la asuncién de los costes del soterramiento [8]. En gene-
ral, en estos apartados se contendra una critica fundamentada a las
limitaciones de la planificacién eléctrica tal y como esta configurada

(3) Las afecciones a la LSE han sido varias, como digo, y anadiria que continuas. Al-
gunas dificiles de ser seguidas, en cuanto aparecen en normas de variado objeto. Dos ejem-
plos en relacién a este tltimo particular. El primero, relacionado con la problematica que
trato, pues resulta que la disposicién derogatoria unica de la Ley 13/2003, de 23 de mayo,
reguladora del Contrato de Concesién de Obras Publicas, deroga el articulo 5.2 de la LSE y,
en unién de lo preceptuado en su disposicién adicional duodécima, resultan aplicables en
cuanto a las infraestructuras eléctricas de transporte sus disposiciones adicionales segunda
y tercera. Luego trataré mas extensamente de la cuestién, bastando ahora con una remi-
sién general al libro de A. EmBID IrujO y E. CoLoM PiazueLo, Comentarios a la Ley regulado-
ra del contrato de concesién de obras piiblicas, Thomson-Aranzadi, Pamplona, 2003, vid. es-
pecialmente pédgs. 194-195. Por otra parte, vid. la ¢altima? afeccién a la LSE en el articulo
20 de la Ley 36/2003, de 11 de noviembre, de medidas de reforma econémica, que no guar-
da relacién alguna con la problematica que se trata.
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por la LSE y la dificultad de poner completamente operativas algu-
nas de las novedades de la reciente Ley 13/2003 en tanto en cuanto
no se cuente con una planificacién eléctrica digna de tal nombre.

l. La regulacion de la servidumbre de paso y la referencia
a la servidumbre de paso subterrdneo. La posibilidad de que
el titular del terreno sometido a servidumbre solicite el cambio
del trazado de la linea y sus implicaciones

A esos efectos me gustarfa comenzar constatando, simplemente,
la habitualidad y naturalidad con la que se contempla el soterra-
miento de las lineas eléctricas en esta legislacién eléctrica. No es, en
absoluto, algo que suene extrafio a ella, sino que aparece inmedia-
tamente cuando contemplamos el precepto relativo a la servidumbre
de paso (4), el articulo 56 (5). Observemos atentamente este precepto
para ver cémo inmediatamente después del planteamiento general
del significado de la servidumbre en el apartado primero —«la servi-
dumbre de paso de energia eléctrica tendra la consideracién de ser-
vidumbre legal, gravara los bienes ajenos en la forma y con el alcan-
ce que se determinan en la presente Ley y se regira por lo dispuesto
en la misma, en sus disposiciones de desarrollo y en la legislacién
mencionada en el articulo anterior» (6)—, en el apartado segundo se
define la servidumbre de paso aéreo y en el apartado tercero se indi-
ca que:

«La servidumbre de paso subterrdneo comprende la
ocupacién del subsuelo por los cables conductores, a la
profundidad y con las demds caracteristicas que seriale
la legislacion urbanistica aplicable».

(4) Sobre esta cuestién, los trabajos de referencia son dos libros de E. CoLom
PiazuELo, El transporte de energia eléctrica (Régimen juridico de la nueva regulacion de la
energia), Civitas, Madrid, 1997, y La expropiacion forzosa en el sector eléctrico, Cedecs, Bar-
celona, 1998, con las distintas menciones que en ellos se contienen a la servidumbre de
paso y a los problemas relativos a su constituciéon (indemnizaciones, por ejemplo). En el
plano mas general, vid. el reciente y muy meritorio libro de J. A. CARRILLO DONAIRE, Las ser-
vidumbres administrativas (delimitacién conceptual, naturaleza, clases y régimen juridico),
Lex Nova, Valladolid, 2003.

(5) En conexién con el mismo, debe verse la disposicion adicional decimocuarta, tam-
bién dedicada al régimen de la servidumbre de paso, nombréindose, especificamente, a la
de paso subterrdneo.

(6) El articulo anterior, el 55, trata como derecho supletorio, en el tema general de ex-
propiacién y servidumbres a que se refiere el Titulo IX de la Ley, en el que se inserta el pre-
cepto relativo a la servidumbre de paso, a la legislacién sobre expropiacién forzosa y al C6-
digo Civil cuando proceda.

11
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El precepto se cierra advirtiendo el apartado cuarto que:

«Una y otra forma de servidumbre comprenderian
igualmente el derecho de paso o acceso y la ocupacién
temporal de terrenos u otros bienes necesarios para
construccion, vigilancia, conservacion y reparacién de
las correspondientes instalaciones» (7).

Como breve comentario al precepto tengo que hacer notar, en
primer lugar, que en el apartado tercero del articulo 56 se produce la
remision a la legislacién urbanistica aplicable, lo que anticipa un tra-
tamiento de conexion entre distintas normativas que deberé realizar
en el siguiente apartado. Y, en segundo lugar, hay que constatar tam-
bién que lo que no se encuentra en la LSE —ni en este articulo ni en
ninglin otro— es una suerte de criterio o enumeracién de presuncio-
nes de cuiando las conducciones de las lineas eléctricas (ahora no
preciso si de distribucién o de transporte) deberan ser subterraneas
0 aéreas. La presentacién de la servidumbre de paso en su manifes-
tacién de paso subterraneo es, como he indicado, absolutamente ha-
bitual y «normal» —luego el soterramiento no es un hecho extraordi-
nario—, pero en modo alguno va acompaiiada de criterio alguno que
guie en la resolucién de las fundamentales cuestiones que he plan-
teado. Podria pensarse que, en su caso, ello podria ser abordado por
normas reglamentarias del propio sector eléctrico en el correspon-
diente desarrollo normativo de la LSE, pero no va a ser asi.

Lo cierto es que uno de los casos en que puede tener lugar el sote-
rramiento de la linea eléctrica guarda directa relacién con la regula-
cién de la servidumbre de paso. Asi, podemos leer en el articulo 58
LSE que el titular del terreno sobre el que esta constituida la servi-
dumbre podria solicitar el cambio de trazado de la linea. Entiendo
que la referencia legal a ese cambio de trazado incluye la posibilidad
de soterramiento al margen de, evidentemente, la mera variacién de,
estrictamente, el «trazado» de una linea aérea. El precepto de la LSE
parte, ademas, de que existiria un derecho a conseguir tal resultado
siempre que se dieran dos condiciones: que no existieran dificultades
técnicas para la consecucién de la nueva propuesta de trazado y que

el duerio del terreno asumiera los gastos de la variacién (cfr. art. 58.2
LSE) (8).

(7). Cfr. sobre los criterios de indemnizacién de la servidumbre de paso a E. CoLom
PiAzZUELO, La expropiacion forzosa..., op. cit., pags. 233 y ss.

(8) Vid. el desarrollo reglamentario de este texto en el articulo 153 del Real Decreto
195572000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de transporte, distribu-
cién, comercializacién, suministro y procedimientos de autorizaciéon de instalaciones de
energia eléctrica.

12
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2. Laregulacion de la planificacion eléctrica en la Ley del Sistema
Eléctrico y las referencias en ella a la planificacién urbanistica
y territorial. La vinculatoriedad de la planificacion eléctrica
para las instalaciones de transporte

Podria pensarse que, en hipdétesis, estos criterios se encontrarian
en la regulacién que la LSE realiza de la planificacién eléctrica o, fi-
nalmente, en la misma planificacién eléctrica. Tampoco sucede eso y
advierto ya de entrada que en el régimen juridico de la planificacién
eléctrica sera imposible deducir ensefianzas decisivas dada la escasa
densidad y precisién del mismo y, desde luego y sobre todo, la falta
de ejecucién real que ha tenido.

En atencién a la aplicacién de la fundamental técnica de la plani-
ficaciéon administrativa al sector eléctrico (9), ya he notado en el
apartado anterior cémo se produce una referencia de la legislacién
eléctrica a la normativa urbanistica en el articulo 56 LSE, lo que es
el primer signo de la necesidad de examinar otro ordenamiento dis-
tinto del eléctrico. Esa conexién estd mucho maés clara cuando se es-
tudia dentro de la LSE la regulacién de la planificacién eléctrica,
puesto que alli aparece una remisién no sélo a la legislacién urbanis-
tica, sino también a la propia de la ordenacién del territorio, pudien-
do deducirse que, en principio, habria una voluntad implicita del le-
gislador eléctrico de que cuestiones como las que he planteado
tuvieran una resolucién a través del juego conjunto de legislaciones y
actividades de planificacién eléctrica, urbanistica y de ordenacién
del territorio.

Observemos que la planificacién eléctrica cuenta con dos articulos
en la LSE, el 4 y el 5. El primero de ellos establece un fundamental
punto de partida sobre la planificacién eléctrica, y es «que tendra ca-
racter indicativo salvo en lo que se refiere a instalaciones de transpor-
te». Ello quiere decir, parece obvio resaltarlo, que en lo relativo a ins-
talaciones de transporte —cfr. sobre el concepto de infraestructuras
de transporte los arts. 35 y ss. de la propia LSE (10)— dicha planifica-
cién tendra caricter vinculante. Cuestién distinta —y sobre lo que
luego se insistird con mas detenimiento— es si la LSE ofrece suficien-
tes previsiones normativas para que esta disposicién acerca de la vin-

(9) También en la legislacién anteriormente vigente, Ley 40/1994, de 30 de diciembre,
de ordenacién del sistema eléctrico nacional, existia una regulacién de la planificacion
eléctrica y antes, sin previsién normativa expresa, se aprobé el Plan Energético Nacional,
como luego advertiré.

(10) En su desarrollo, vid. los articulos 4 y ss. del RD 1995/2000, supra cit. Aun con
referencia a la anterior Ley de 1994, es fundamental el libro de E. CoLom Pi1azUELO, El
transporte de energia eléctrica, op. cit. ya en este trabajo.

13
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culatoriedad pueda ser operativa. Desde luego, lo que debemos indi-
car ya es que el desarrollo reglamentario de la LSE en lo relacionado
con la planificacién eléctrica contiene en ésta, y en otras cuestiones,
algunas normas sorprendentes. Se indica asi, por ejemplo, que «la
planificacién de la red de transporte tendra caracter vinculante para
los distintos sujetos que actiian en el sistema eléctrico» (11), lo que sig-
nifica restringir sobremanera el 4mbito de la vinculatoriedad, obvia-
mente, o, en otros términos, induce a plantear la pregunta nada facil
de responder acerca de quiénes son esos «sujetos que actian en el sis-
tema eléctrico». El mismo desarrollo reglamentario otorga un nom-
bre especifico a la planificacién eléctrica relativa al transporte, pues
la llama «Plan de desarrollo de la red de transporte de energia eléctri-
ca» (12), y de la mano de la exposicién de su contenido conecta con el
articulo 5.2 LSE (luego hablaré del mismo), intentando enlazar con
los planteamientos urbanisticos de una forma hoy ya derogada y so-
bre la que, por lo tanto, no detendré mi atencién.

Por otra parte, se dice en el mismo articulo 4.1 LSE que la planifi-
cacion eléctrica seréa realizada por el Estado con la participacién de las
Comunidades Auténomas y, a continuacién, el mismo articulo 4, en su
apartado 2, se refiere a cuestiones de elaboracién de la planificacién
eléctrica (13) indicando, simplemente, que «sera sometida al Congreso
de los Diputados», lo que, ciertamente, no es decir demasiado (14).

Al margen de que luego veamos alguna realizacién practica de la
planificacién energética —que no de la planificacién eléctrica, «so-
metida al Congreso de los Diputados»—, conviene ahora notar que el
articulo 4.3 LSE refiere, sin pretensiones de exhaustividad, el conte-
nido de la misma. Entre las cuestiones indicadas en el precepto y
que deben ser contenido de la planificacién eléctrica, me parece de
interés resenar las dos siguientes:

— «previsiones relativas a las instalaciones de transporte y distri-
bucién de acuerdo con la previsién de la demanda de energia
eléctrica» [art. 4.2.¢c)] (15);

— «los criterios de proteccién medioambiental que deben condi-
cionar las actividades de suministro de energia eléctrica» [art.

4.2.g)].

(11) Cfr. articulo 8.1 del RD 1995/2000, supra cit.

(12) Cfr. articulo 8.2 del RD 1995/2000, supra cit.

(13) El articulo 13.3 del RD 1995/2000, ya citado, indica que «el plan de desarrollo de
la red de transporte sera sometido al Consejo de Ministros para su aprobacién mediante
Acuerdo». Es luego el Consejo de Ministros el que lo envia al Congreso de los Diputados.

(14) Probablemente hay que ver en esa expresién una remisién al procedimiento par-
lamentario habitualmente utilizado para la tramitacién de los programas y planes remiti-
dos por el Gobierno. Cfr. articulo 198 del Reglamento del Congreso de los Diputados.

(15) Cfr. en su desarrollo los articulos 9 y ss. del RD 1995/2000, supra cit.
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La primera, y en lo relativo exclusivamente a las infraestructuras
del «transporte», es el tiinico contenido del que el articulo 4.1 LSE re-
fiere su caracter «vinculante», lo que debe volver a destacarse. La re-
ferencia a lo medioambiental me sirve para realizar, también, una
primera advertencia acerca del valor de la normativa medioambien-
tal en este tema, cuestién a la que se dedicard un apartado especifico
de este trabajo (el III) con consideraciones del ordenamiento de la
evaluacién de impacto ambiental y de la legislacién relativa a los es-
pacios naturales protegidos.

En todo caso, debo decir como conclusién de este punto que lo
mas interesante del régimen de la planificacién eléctrica viene regu-
lado en el articulo 5 LSE bajo la ribrica «coordinacién con planes
urbanisticos». La importancia del tema me anima a dedicar un apar-
tado especifico al mismo.

3. Larelacion de la planificacién eléctrica con los planes urbanisticos
y de ordenacion del territorio

El precepto de la LSE que refiero trata en su apartado primero de
las relaciones entre las distintas planificaciones mencionadas en el
epigrafe de este punto, y lo hace tomando la perspectiva de la natu-
raleza juridica del suelo desde el punto de vista de su clasificacién
urbanistica. Con un entendimiento criticable de la funcionalidad y
contenido de los planes urbanisticos y de ordenacién del territorio,
el precepto, resumiendo, indica que:

— Si la planificacién de las instalaciones de transporte y distri-
bucién de energia eléctrica se ubican o discurren en suelo no
urbanizable, ello «debera tenerse en cuenta en el correspon-
diente instrumento de ordenacion del territorio».

— Si se ubican en cualesquiera de las categorias de suelo califica-
do como urbano o urbanizable, ello «deberd ser contemplad(o)
en el correspondiente instrumento de ordenacién urbanistica».

He resaltado tipograficamente algunas de las informaciones que
contiene este articulo 5.1 LSE y que deben ser comentadas en una
doble direccién. Por un lado, creo que el precepto hace una equipa-
racién insostenible entre el suelo no urbanizable como propio y ex-
clusivo de la planificacién relativa a la ordenacién del territorio, y
del suelo urbano y del urbanizable como el que debe ser objeto de
tratamiento por la planificacién urbanistica. Que esto sea en muchas
ocasiones asi no quiere decir que se deba entender de forma dogma-
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tica lo que no es sino un comportamiento habitual, pero no inflexi-
ble o con una inflexibilidad, al menos, a la que no conduce el orde-
namiento juridico aplicable. Y ello porque también los instrumentos
de ordenacién del territorio pueden referirse, aunque excepcional-
mente, al suelo urbano y urbanizable (16) y no hay ningtn inconve-
niente, ni mucho menos, en que desde los instrumentos de planifica-
cién urbanistica se traten cuestiones relativas al suelo no
urbanizable (17). No tiene ningin sentido, por tanto, esta considera-
cién tan unidireccional —y equivocada— del precepto que comento
de la LSE, lo que lleva como légica consecuencia, ademaés, a que su
lector sienta una evidente desconfianza inicial en relacién a un legis-
lador que de forma tan deficiente se aproxima al tratamiento y a la
solucién de una tan compleja cuestién.

Pero es que, en segundo lugar, las mismas expresiones verbales
utilizadas por el precepto no son nada claras y precisas. Se habla en
él, asi, de que las determinaciones sobre planificacién de las instala-
ciones de transporte y distribucién de energia eléctrica «debera(n)
tenerse en cuenta» o que «debera(n) ser contemplada(s)»... Esas ex-
presiones no se compadecen mucho con la pretendida «vinculatorie-
dad» que el articulo 4.1 de la LSE predica para la planificacién eléc-
trica para, al menos, las instalaciones de transporte de energia
eléctrica, que no estrictamente las de distribucién. Son expresiones
éstas del articulo 5.1 LSE que parecen negar, en la realidad, la vincu-
latoriedad de la que aparentemente se partia en el articulo 4.1 LSE.

Y esa aparente negacién se comprende mucho mejor, hasta el
punto de no plantear ya ninguna duda, si se tiene en cuenta lo pre-
visto en el articulo 5.2 LSE. El mismo comienzo del precepto es alta-
mente clarificador:

«En los casos en los que no se haya tenido en cuen-
ta la planificacién eléctrica en instrumentos de ordena-
cién descritos en el apartado anterior...».

Es decir, nos encontramos ante una previsién normativa realiza-
da para el caso en el que se constate que la vinculatoriedad dispuesta

(16) Las citas podrian en este punto ser inacabables dados los multiples sistemas nor-
mativos urbanisticos de las CC.AA. Por razones obvias, prefiero referirme solamente al su-
puesto de la Ley aragonesa 11/1992, de 24 de noviembre, de Ordenacién del Territorio, que,
en su articulo 14.3 y desde la 6ptica de la vinculatoriedad de las determinaciones de los
instrumentos de ordenacién del territorio, refiere las posibilidades de adopcién de clasifi-
caciones urbanisticas (referidas a suelo urbano y urbanizable) en orden al interés supra-
municipal.

(17) Aquf las citas son mas f4ciles pues basta con la referencia a los articulos 9 y 20
(fundamentalmente) de la Ley estatal 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del suelo y va-
loraciones.
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por el articulo 4.1 LSE para las infraestructuras de transporte no ha
funcionado o, en un plano mas general, para los supuestos de falta
de conexién entre las distintas planificaciones. Algo, en los dos ca-
sos, literalmente inexplicable —en términos juridicos— a partir del
presupuesto de la vinculatoriedad, pero parece evidente que las pala-
bras citadas son mas que expresivas en relacién a esa realidad. Por
otra parte, el articulo 5.2 LSE continuaba aplicando a la situacién lo
previsto en el articulo 244 del TRLS de 1992, o sea, realizacién de
una obra de competencia estatal por razones de urgencia o excepcio-
nalidad aun cuando no estuviese contemplada en el planeamiento
urbanistico. No contintio por el camino de la narracién del resto del
contenido del articulo 5.2 LSE porque éste, en lo que afecta a las in-
fraestructuras de transporte, que son las que nos interesan ahora
desde la perspectiva de la presunta vinculatoriedad de la planifica-
cién eléctrica, ha quedado derogado por la disposiciéon derogatoria
tnica de la Ley 13/2003, de 23 de mayo, reguladora del contrato de
concesioén de obras publicas (18). En realidad, en esta Ley 13/2003
existe una voluntad expresa de afeccién muy importante, decisiva, a
la regulacién juridica de las infraestructuras energéticas, lo que me
anima a considerar el comentario a este texto en un apartado especi-
fico del trabajo.

4. Las novedades de la Ley 13/2003, de 23 de mayo, reguladora
del contrato de concesién de obras ptiblicas. El cardcter
vinculante, a todos los efectos, de la planificacion eléctrica
en lo que hace referencia a las infraestructuras de transporte
y la paraddjica relatividad, a partir de dicha Ley, del significado
de la planificacién eléctrica

No solamente se produce una derogacién del articulo 5.2 de la
LSE por la disposicién derogatoria de la Ley 13/2003, sino que la dis-
posicién adicional duodécima de dicha Ley, dedicada a las «infraes-
tructuras del sector energético» (segin indica su rubrica), ofrece un
nuevo planteamiento de la cuestién que estamos estudiando. Pese a
que el apartado primero de la disposicién remite a la legislacién es-
pecifica, la regulacién de «las obras e instalaciones relacionadas con
el sistema de transporte y distribucién de energia eléctrica...» (asi

(18) La redaccién del texto en lo que nos interesa dice lo siguiente: «Quedan deroga-
das cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan, contradigan o resulten in-
compatibles con lo dispuesto en esta Ley, y, en especial ... d) El apartado 2 del articulo 5 de
la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, en lo que resulte aplicable a las
instalaciones de transporte de energia eléctrica...».
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como el de las telecomunicaciones, el gas y los hidrocarburos), el
apartado segundo indica lo siguiente:

«Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado ante-
rior, sera de aplicacién a las instalaciones de la red de
transporte de energia eléctrica reguladas en el articulo
35 de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector
eléctrico (...), cuyas autorizaciones sean competencia
de la Administracién General del Estado, lo dispuesto
en las disposiciones adicionales segunda y tercera de esta
Ley».

La referencia a estas disposiciones adicionales nos debe llevar, in-
mediatamente, al examen de su contenido. La disposicién adicional
segunda, bajo la ribrica de «colaboracién y coordinacién entre Ad-
ministraciones Publicas», presenta el interés, desde la éptica que nos
preocupa, de sentar la prevalencia como regla general de «los planes
y proyectos de obras publicas de competencia del Estado» sobre
«cualquier instrumento de planificacién u ordenacién territorial o
urbanistica en lo que se refiere a las competencias estatales exclusi-
vas». La consecuencia de esa prevalencia es que «las Comunidades
Auténomas y las corporaciones locales deberan incorporar necesa-
riamente en sus respectivos instrumentos de ordenacién las rectifica-
ciones imprescindibles para acomodar sus determinaciones a aqué-
llos» (del segundo péarrafo del apartado segundo de la disposicién
adicional segunda) (19).

La voluntad de la Ley 13/2003 es, pues, inequivoca sobre la rela-
cién entre las planificaciones eléctrica estatal y territorial y urbanis-
tica en lo relativo a las infraestructuras eléctricas, que son asimila-
das, a estos efectos, a las obras publicas (cfr. la disposicién adicional
duodécima). Ello significa que, en realidad, se reafirma en esta dis-
posicién el régimen del articulo 4.1 LSE, que también dispone el ca-
racter vinculante de la planificacién eléctrica en lo relativo a las in-
fraestructuras de transporte sobre la planificacién territorial y
urbanistica. Las dudas que planteaba el régimen juridico derivadas
de las equivocas expresiones del articulo 5.1 LSE ya no tendrian ra-
z6n de ser, puesto que el objeto de comentario y de aplicacién juridi-
ca deberia ser, en lo relativo a la relacién entre planificaciones, la

(19) De forma congruente, el apartado cuarto de la misma disposicién adicional se-
gunda otorga caracter vinculante a los informes que emita la Administracién General del
Estado en los procedimientos de aprobacién, modificacién o revisién de los instrumentos
de planificacién territorial y urbanistica que puedan afectar al ejercicio de las competen-
cias estatales.
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disposicién adicional segunda de la Ley 13/2003 y no el articulo 5
LSE.

Esta conclusién sélo precisa de un apunte o comentario marginal
para ser operativa: que, efectivamente, haya una planificacién eléc-
trica digna de tal nombre y que en ella se contemple con nitidez todo
lo relativo a las infraestructuras de transporte para que, de forma na-
tural, se pueda producir la adaptacién a su contenido de la planifica-
cién territorial y urbanistica. Como veremos en otros puntos de este
mismo apartado II, la contemplacién del contenido de la planifica-
cién energética (que no estrictamente eléctrica) hasta ahora realiza-
da permite concluir en la imposibilidad de esta vinculacién dada la
escasa densidad de decisiones que a este respecto presenta dicha pla-
nificacién.

Pero no es la disposicién adicional segunda la tnica a la que remi-
te la disposicién adicional duodécima de la Ley 13/2003, sino que,
igualmente, la disposicién adicional duodécima remite a lo previsto
en la disposicién adicional tercera de la misma Ley 13/2003. Esta lti-
ma presenta una regulacién aplicable exclusivamente en lo relativo a
las obras concretas, a las obras publicas de interés general en la dic-
cién de la disposicion adicional tercera, que ahora, sin que debamos
plantearnos si nos encontramos realmente ante obras publicas (20),
es también aplicable a las infraestructuras de transporte eléctrico.
Transcribo, en primer lugar, el contenido de la disposicién:

«Construccion de las obras puiblicas de interés general.

1. Los proyectos de obras publicas de interés ge-
neral se remitirdn a la Administracién urbanistica com-
petente, al objeto de que informe sobre la adaptacién
de dichos proyectos al planeamiento urbanistico que
resulte de aplicacién. Este informe se emitira en el pla-
zo de un mes, pasado el cual se entendera evacuado en
sentido favorable.

2. En el supuesto de que tales obras vayan a cons-
truirse sobre terrenos no reservados por el planeamien-
to urbanistico, y siempre que no sea posible resolver las
eventuales discrepancias mediante acuerdo, de confor-
midad con la normativa de aplicacién, la decisién esta-
tal respecto a la ejecucién del proyecto prevalecera so-

(20) En general sobre las obras publicas, me sigue pareciendo altamente recomenda-
ble el trabajo de T. R. FERNANDEZ RODRIGUEZ, Las obras publicas, nims. 100-102, vol. III, de
esta REVISTA, 1983, en donde puede seguirse ese planteamiento en paralelo de los tres con-
ceptos.

19



ANTONIO EMBID IRUJO

bre el planeamiento urbanistico, cuyo contenido debe-
ra acomodarse a las determinaciones de aquélla.

3. La construccién, modificacién y ampliacién de
las obras publicas de interés general no estaran someti-
das a licencia o a cualquier otro acto de control preven-
tivo municipal, siempre que se siga lo previsto en el
apartado 1 de esta disposicién.

4. No procedera la suspensién de la ejecucién de
las obras publicas de interés general por los érganos
urbanisticos cuando éstas se realicen en cumplimiento
de los planes y proyectos de obras aprobados por los
6rganos competentes por el procedimiento establecido
o se trate de obras de emergencia».

Es decir, el precepto lleva a la regulacién global de las obras puibli-
cas de interés general un contenido juridico que hasta ahora se ha ido
construyendo, en nuestro Derecho, sector por sector normativo, en-
contrandose normas especificas sobre este tema en el ambito de las
obras ferroviarias, de las carreteras, de las obras hidraulicas, etc. (21).
A partir de esta Ley 13/2003, la mera calificacién de una actuacién
como obra publica de interés general lleva consigo la ejecucién del
proyecto aunque no esté contemplado por la planificacién urbanisti-
ca. Ademas, y otra vez obrando la Ley 13/2003 con la voluntad de ge-
neralizar lo que ha ido apareciendo poco a poco en la normativa sec-
torial, estas obras publicas de interés general no precisaran del
otorgamiento de licencia urbanistica.

Quiere ello decir que tal sistema, y por determinacién de la dispo-
sicién adicional duodécima de la Ley 13/2003, también es aplicable a
las infraestructuras de transporte eléctrico y, por ello y aun en ausen-
cia de planificacién eléctrica, la mera aprobacién de una infraestruc-
tura de transporte por el érgano estatal competente desencadenaria
la practica del procedimiento supra transcrito, con el resultado final
de la posibilidad de ejecutarse dicha obra, debiendo adecuarse el
planeamiento urbanistico si éste no la contemplaba.

Resulta de todo ello un sistema en el que el acento va a pivotar
sobre la aprobaciéon de proyectos de obras concretos ante la falta de
definicién —hasta el momento— de la planificacién eléctrica y con
un ordenamiento juridico de presentacién ciertamente desordena-
do, pues la derogacién del articulo 5.2 LSE no ha ido acompanada,
como hubiera sido légico, de la del articulo 5.1 LSE, al menos en lo

(21) Renuncio a hacer citas normativas especificas sobre lo que dice el texto por el ca-

racter de este trabajo, ya advertido en la nota inicial, y, sobre todo, por lo mas que conoci-
do de la situacién que trato.
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relativo a las infraestructuras de transporte, siendo el articulo 5.1
LSE de factura y resultados bastante distintos a la disposicién adi-
cional segunda, como ya hemos visto anteriormente. En todo caso y
desde otra perspectiva —desde la del conflicto—, conviene indicar
que si de la experiencia histérica de sucesos semejantes aprende-
mos algo, no hace falta ser profeta para predecir que en muchos su-
puestos las decisiones estatales sobre realizacién de determinadas
infraestruqturas serdn combatidas judicialmente manejandose as-
pectos competenciales e indemnizatorios, por los presuntos perjui-
cios ocasionados como consecuencia de esas decisiones, fundamen-
talmente.

El resultado final y desde la orientacién de la planificacién eléc-
trica es, ciertamente, paradéjico, tal y como indico en la rubrica de
este punto. Efectivamente, en el mismo momento en que se alcanza
una norma en una Ley que permite afianzar claramente el predo-
minio de la planificacién eléctrica sobre la territorial y urbanistica,
aparece también otra norma en la misma Ley (estoy refiriéndome,
obviamente, a la 13/2003) que conduce al mismo resultado pero en
relacién a proyectos concretos de determinadas obras. Vistas las
experiencias decepcionantes, hasta el momento, de realizacién de
la planificaciéon eléctrica en relacién a estas cuestiones (me remito
al punto 7 de este apartado), no cabe duda de que, en la practica y
de no variar las cosas, se acudird con mas facilidad al expediente
de aprobacién de concretos proyectos que al de realizacién de una
planificacién eléctrica sistemdtica y comprensiva de miltiples rea-
lidades.

Visto lo anterior, me interesa resaltar en el siguiente punto, y a
efectos de mero excurso, la congruencia que se produce entre el pre-
dominio de la planificacién sectorial sobre la planificacién global o
territorial, a que se refiere la disposicién adicional segunda de la Ley
13/2003, con las ensefianzas deducidas del ordenamiento juridico
aplicable a otros tipos de planificaciones administrativas.

5. Planteamientos generales sobre la planificacién administrativa.
La tendencia de nuestro ordenamiento a regular situaciones
de prevalencia de las planificaciones sectoriales sobre
las territoriales o globales (las de ordenacion del territorio
y urbanismo)

No pretendo realizar en este lugar un estudio general sobre la
planificacién administrativa tomando como apoyo normativo las re-
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cientes regulaciones sobre dicha institucién (22), sino, solamente,
demostrar con claridad la dltima afirmacién del anterior punto: la
prevalencia de la planificacién sectorial sobre la general o, dicho de
otra forma, que la vinculatoriedad de la planificacién sectorial sobre
la general, que es el fundamento de la disposicién adicional segunda
de la Ley 13/2003, responde a los criterios habituales de nuestro or-
denamiento juridico, que, ademas, han solido pasar el tamiz de los
tribunales, empezando por el del Tribunal Constitucional, que, sim-
plemente, ha puesto algunos requisitos para este predominio razo-
nando a partir de una idea bésica de mandato de colaboracién entre
los distintos poderes publicos.

Parece apropiado, asi, referirse a la doctrina general establecida
sobre estas cuestiones por el TC, tal y como lo hace la STC 227/1988,
de 29 de noviembre:

«La proyeccion sobre un mismo medio fisico o recur-
so natural de titulos competenciales distintos en favor del
Estado o de las CC.AA. impone la colaboracion entre am-
bas Administraciones; colaboracién que “resulta im-
prescindible para el buen funcionamiento del Estado
de las Autonomias” como ha sefialado este Tribunal,
por relacién genérica a supuestos como el que ahora se
plantea, en la STC 76/1983, de 5 de agosto. Mas aun,
este entrecruzamiento de competencias obliga, como
queda dicho, a la coordinacién entre las Administracio-
nes implicadas, segin se declara también en aquella
Sentencia; coordinacién que corresponde al Estado en
la medida en que resulten afectados los objetivos de la
planificacién econémica. Sentado esto, procede afir-
mar también que ni la competencia en materia de coor-
dinacién ni la competencia sobre las bases de la planifi-
cacién autorizan al Estado para atraer hacia su érbita
de actividad cualquier competencia de las CC.AA. por el
mero hecho de que su ejercicio pueda incidir en el de-
sarrollo de las competencias estatales sobre determina-
das materias».

(22) Cfr. sobre todo ello las informaciones recogidas en A. EMBID IruUJO, La planifica-
cidn hidrolégica. Régimen juridico, Tecnos, Madrid, 1991, vid. especialmente el primer capi-
tulo y la bibliografia que en él se cita. Especialmente resaltable me parece la referencia a
S. MARTIN-RETORTILLO, Derecho administrativo econémico, vol. 1, La Ley, Madrid, 1989,
pags. 335 y ss., pese a lo obsoleto, l6gicamente, de muchas referencias normativas por el
tiempo transcurrido desde la publicacién.
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El problema, claro est4, tiene lugar cuando esta colaboracién no
procede de forma natural, existiendo entonces distintas técnicas a
los efectos de evitar preventivamente el conflicto (informe de una
Administracién sobre proyectos de planificacién ajenos, érganos de
cooperacién) o, llegado el caso, resolverlo cuando se ha planteado.
Es en este ultimo dambito en el que nos tenemos que fijar en este tra-
bajo. A esos efectos, nuestro ordenamiento cuenta con distintos
ejemplos en los que tiene lugar esa prevalencia de la planificacién
sectorial sobre la territorial o global dentro de diversas circunstan-
cias. Serian los siguientes:

— Prevalencia de la planificacién hidrolégica sobre la urbanistica
y de ordenacién del territorio. Esto es lo establecido por el articulo
43.1 y 3 del Texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por Real
Decreto-Legislativo 1/2001, de 20 de julio —en adelante, TRLA— (an-
tes por el articulo 41.1 y 3 de la Ley 29/1985, de 2 de agosto, de
Aguas), habiendo el TC establecido, como garantia, que:

«Nada hay que objetar a las reservas de aguas en
cuanto que afectan al aprovechamiento de las mismas,
que puede ordenar el Estado en las cuencas intercomu-
nitarias. En cambio las reservas de terrenos afectan di-
rectamente a la planificacién territorial, de competen-
cia autonémica (...) en caso de conflicto, no puede
considerarse legitima una reserva de terrenos prevista
en un plan hidrolégico estatal que afecte a un dmbito te-
rritorial superior al estrictamente necesario para realizar
las infraestructuras bdsicas requeridas por el plan. Si,
como antes se ha dicho, la programacién de tales in-
fraestructuras es una facultad inherente a las compe-
tencias sobre proteccién y aprovechamiento del domi-
nio publico hidraulico, también debe serlo la reserva de
terrenos imprescindible para realizarlas; pero sélo en
este supuesto la reserva de terrenos contenida en los
Planes hidrolégicos estatales puede vincular el ejercicio
de las competencias de las CC.AA. sobre ordenacion del
territorio».

Debe tenerse en cuenta también, como congruencia de este mis-
mo principio de prevalencia, el contenido del articulo 128.3 TRLA,
que dispone la necesidad de que el Estado informe sobre las modifi-
caciones de planeamiento urbanistico o territorial que afecten a los te-
rrenos previstos para los proyectos, obras e infraestructuras hidrau-
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licas de interés general contemplados en los Planes Hidrolégicos de
cuenca y el Plan Hidrolégico Nacional, y el informe vinculante que el
Ministerio de Medio Ambiente puede emitir en estos procedimientos
desde la perspectiva de la proteccién y utilizacién del dominio publi-
co hidraulico (23).

— Prevalencia de la proteccion medioambiental sobre la planifica-
cién hidrolégica y, a través de ella, sobre la urbanistica vy territorial. Es
el articulo 43.2 y 3 TRLA (antes, 41.2 y 3 Ley de Aguas de 1985) el
que establece esta suerte de vinculacién, habiendo el TC en la misma
Sentencia 227/1988, antes citada, juzgado de la adecuacién de este
resultado.

— Prevalencia de la planificacién medioambiental sobre la urba-
nistica. A esta realidad se refiere el articulo 19 de la Ley 4/1989, de
27 de marzo, de conservacién de los espacios naturales y de la flora y
fauna silvestres, cuando dispone que los Planes rectores de uso y ges-
tién de los espacios naturales protegidos prevaleceran sobre el pla-
neamiento urbanistico. Muy variada legislacién autonémica se mue-
ve en la misma direccién de esta legislacién béasica, y también en
este plano opera en dichas legislaciones el informe vinculante de la
autoridad ambiental en relacién a la formacién o revisién de los pla-
nes urbanisticos y de ordenacién del territorio.

— Prevalencia de la planificacién de carreteras sobre la urbanisti-
ca. Este efecto lo podemos observar en el articulo 10 de la Ley estatal
de carreteras, 25/1988, de 29 de julio, y en sentido semejante pode-
mos contemplar este efecto en las distintas normativas autonémicas
sobre carreteras, bien que, en este caso, en la relacién entre la plani-
ficacién autonémica de carreteras (y no la estatal, como en la Ley ci-
tada) y la planificacién urbanistica.

— Prevalencia de la ejecucion de la legislacion penitenciaria sobre
la planificacién de ordenacién del territorio. Finalmente, cito sobre
este efecto la Sentencia del Tribunal Supremo de 7-5-1996, Arz.
4220, que, en relacién a la construccién de la cércel aragonesa de
Zuera, indica que:

«... por lo que si bien la Comunidad Auténoma de Ara-
gén tiene competencia exclusiva en materia de ordena-
cién del territorio, la conveniencia y oportunidad de
instalar un Centro Penitenciario en su territorio corres-
ponde al Estado y, por consiguiente, conforme a lo de-
clarado por el Tribunal Constitucional en sus Senten-

(23) En general sobre estas cuestiones puede verse a A. FANLo Loras, «La articulacién
de las competencias de las Comunidades Auténomas en la gestién del agua», en A. EMBID
Iruso (dir.), Gestion del agua y medio ambiente, Civitas, Madrid, 1997, pags. 125y ss.
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cias 77/1984 y 149/1991, el ejercicio de la competencia
de aquélla no puede interferir ni perturbar la compe-
tencia de éste, y asi lo reconocié la propia Administra-
cién autondémica al resolver la peticién formulada por
la ahora demandante cuando se aprobé...».

Queda, pues, suficientemente demostrada la posibilidad de pre-
valencia de una planificacién sectorial —la eléctrica en nuestro
caso— sobre una planificacién general —la de ordenacién del terri-
torio y urbanismo— vy, por lo tanto, la razonabilidad, en abstracto, de
la solucién adoptada por la Ley 13/2003. Lo que, en el caso especifi-
co, supone la prevalencia de una competencia estatal (24) sobre una
autonémica y local (25).

Ahora bien, ésta es una solucién razonable en el plano del plan-
teamiento abstracto pero que, sin embargo y ademas de todo lo ya
indicado sobre las propias incongruencias en el articulo 5.1 LSE,
choca con determinaciones normativas y practicas en otras normas
del mismo ambito del sector eléctrico. Contemplemos, a continua-
cién, cémo se trata esta cuestiéon en dos Leyes aplicables a dos
CC.AA. en concreto, Canarias e Illes Balears. La primera Ley de titu-
lar autonémico y la segunda del propio Estado.

6. Las contradicciones dentro de la normativa del propio sector
eléctrico. La legislacion aplicable a las Comunidades Auténomas
de Canarias y de las Illes Balears y la observacion de que se
contienen en ella principios contradictorios en torno
a la planificacion eléctrica

Examino, en primer lugar, una Ley de la Comunidad Auténoma
de Canarias. Se trata de la Ley 11/1997, de 2 de diciembre, de regu-
lacién del sector eléctrico canario, dictada en ejecucién de una com-
petencia exclusiva que figura en el Estatuto de Autonomia de Cana-
rias (26) y fundamentada en el hecho evidente de su insularidad,

(24) Cfr. E. MALARET, La articulacién de las competencias del Estado y de las Comuni-
dades Auténomas en el sector eléctrico. Andlisis del sistema constitucional espariol, «<Rasseg-
na Giuridica dell’energia elettrica», 3, 2002, pags. 533 y ss.

(25) Sin pretender hacer un estudio monografico de esta cuestién, remito a la consi-
deracién de los articulos 149.1.22 y 25 CE y los correspondientes de los EE.AA. En la LSE
es el articulo 3 el que refiere la competencia estatal sobre la planificacién eléctrica.

(26) Cfr. el articulo 30.26, que dispone la competencia exclusiva de la Comunidad so-
bre: «Instalaciones de produccién, distribucién y transporte de energia, de acuerdo con las
bases del régimen minero y energético».
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como se indica expresamente en la misma (27). Como podra obser-
varse por la fecha, se dicta poco tiempo después de la LSE, con ple-
no conocimiento de su contenido, por lo tanto.

Pues bien, en relacién a la planificacién eléctrica se habla, en ge-
neral, de su caracter «vinculante» (art. 6.1) (28). Vinculatoriedad de
toda ella, por tanto y con clara diferencia de lo que hemos observado
en la LSE. Ahora bien, cuando se examina el contenido de lo regula-
do para la planificacién eléctrica en esta Ley (cfr. art. 6.3) en modo
alguno aparecen en ella (con independencia de las posibles adiciones
reglamentarias que pudieran existir) referencias a infraestructuras
de transporte ni nada relativo a lo mismo (reservas de suelo, por
ejemplo), sino que el contenido de la planificacién eléctrica —al me-
nos de lo previsto normativamente— se mueve en torno a produccio-
nes, cifras, ofertas, alternativas de produccién de energia, etc. Por
ello, cuando el articulo 7 de la misma Ley canaria 11/1997 se refiere
al contenido de los «Planes Insulares de Ordenacién Territorial»,
aparece como libre determinacién de éstos la de «recoger las previ-
siones necesarias sobre reserva de suelo para las instalaciones de ge-
neracién con potencia superior a 80 MW, asi como el establecimiento
de criterios que deberdn aplicarse a las redes de transporte de energia
eléctrica y, en lo posible, localizacién de trazados posibles de interco-
nexién entre diferentes instalaciones de generacién o entre éstas y
las estaciones de transformacién o distribucién en suelo no urbani-
zable». En suma, decisiones que se adoptan por la planificacién te-
rritorial sin ningtn tipo de vinculacién previa desde la planificacién
eléctrica.

En el caso de la Comunidad Auténoma de las Illes Balears es una
Ley estatal la que tenemos que consultar. Se trata de la Ley 30/1998,
de 29 de julio, del régimen especial de las Illes Balears. Ley que, como
indica su Preambulo, «... pretende hacer realidad el mandato consti-
tucional relativo a la especificidad del hecho insular estableciendo me-
didas que, sin implicar privilegio alguno, coadyuven a corregir o com-
pensar el conjunto de desventajas apuntadas anteriormentes».

(27) El Preambulo de la Ley expresa asi estas caracteristicas evidentes: «Esto es tanto
mads necesario (la intervencién reguladora de las Administraciones Publicas) en situaciones
de generacion aislada como ocurre en Canarias. Efectivamente el archipiélago, por su pro-
pia naturaleza, no sélo se encuentra aislado de cualquier red energética eléctrica continen-
tal, sino que por las grandes profundidades entre las islas, con la excepcién existente entre
Lanzarote y Fuerteventura, cada isla constituye un sistema de generacién aislado que debe
ser autosuficiente en limites estratégicos».

(28) El precepto citado indica que: «La planificacién eléctrica a largo plazo en rela-
cién con el régimen ordinario de generacién eléctrica, transporte y distribucién, corres-
ponde a la Comunidad Auténoma de Canarias y tendrd cardcter vinculante, sin perjuicio de
la coordinacién con la planificacién general de la actividad econémica que corresponda al
Estado».
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Es una Ley completamente especifica y especial, pues, la que tra-
tamos y en la que se adoptan muy diversas iniciativas en distintos
sectores de intervencién publica. En lo energético, en particular, apa-
recen en la Ley 30/1998 medidas en relacién a la politica de precios,
a la actividad de produccién, a la diversificacién energética y, lo que
nos interesa aqui sobremanera, un articulo dedicado a la planifica-
cién energética. Dice asf el articulo 12:

«La planificacién energética de las Illes Balears, que
serd indicativa, la realizard la Administracién General
del Estado en colaboracién con la Comunidad Auténo-
ma de las Islas Baleares, sin perjuicio de las competen-
cias autondmicas en materia de ordenacién del terrjto-
rio y del medio ambiente».

Planteamiento que es justamente el inverso que el aplicable a Ca-
narias, en donde toda la planificacién era, teéricamente, vinculante y
que constituye también una suerte de excepcién en torno a la ante-
rior LSE estatal, para la que la planificacién eléctrica es indicativa
excepto en lo relativo a las instalaciones de transporte, donde es vin-
culante, como ya hemos visto y con las limitaciones, obviamente,
que también hemos visto. Obsérvese, ademas, que, por si no era sufi-
ciente con esta palabra «indicativa», se salvan las competencias au-
tonémicas en materia de ordenacién del territorio y del medio am-
biente.

No cabe duda de que al estar ante una Ley estatal y posterior a la
LSE se nos plantean contradicciones insalvables con el contenido de
la propia LSE, sin que aparezca ningun tipo de explicacién valida
para intentar una lectura coherente. La tnica lectura coherente rea-
lizable es que, a partir de la promulgacién de la Ley 13/2003, para
aquellos supuestos de planificacién eléctrica de competencia del Es-
tado y de autorizacién de lineas eléctricas de competencia estatal
(subrayo, obviamente, esta referencia a la competencia estatal) se
aplicaran las disposiciones adicionales segunda y tercera de la Ley
13/2003, cuyo contenido y significado ya ha sido suficientemente co-
mentado anteriormente, en el punto 4 de este mismo apartado.
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7. Experiencias de la planificacion eléctrica hasta el momento
desde la perspectiva de las infraestructuras de transporte.
Completa falta de adopcién de decisiones en torno a las mismas.
El intento de explicacion: la falta de fe en las posibilidades
de la planificacion eléctrica dado el contexto liberalizador

Pues bien y tal y como refiere la ribrica de este punto, la expe-
riencia de la contemplacién de la planificacion eléctrica (energética
en realidad) es decepcionante en relacién a la cuestién que nos ocu-
pa, pues en ningin caso se ha tenido intencién por parte del planifi-
cador de descender en estas cuestiones a un nivel de detalle tal que,
en hipétesis, pudiera hacer realidad este principio de prevalencia
que, tedéricamente, no tendrifa problemas juridicos de fuste en su
afirmacién.

Ello puede ser observable —por referirme ahora a los ejemplos
de planificacién energética iniciales, en los que no existfa incluso
normativa sobre la cuestién— en lo relativo al Plan Energético Na-
cional de 1979 y a las Resoluciones aprobadas por el Pleno del Con-
greso de los Diputados relativas al Plan Energético Nacional 1983
(«BOCG-CD», Serie E, nim. 58, de 11 de julio de 1984). También de
Plan Energético —que no eléctrico— se habla en las Resoluciones
aprobadas por el Pleno del Congreso de los Diputados sobre el Plan
Energético Nacional 1991-2000 («<BOCG-CD», Serie E, num. 199, de
14 de abril de 1992). En la propuesta 29.a) de dicho texto se dice, por
ejemplo y como muestra del contenido y de la escasa profundizacién
en los elementos que pudieran interesarnos, que:

«El factor calidad y la garantia de un suministro
eléctrico continuo es fundamental en las sociedades in-
dustrializadas, en donde la electrificacién es creciente.
Las nuevas tecnologias (microelectrénica, informatica,
robética, ofimatica, telematica, laser, telecomunicacio-
nes, etc...) son todas electrotecnologias en donde mas
se acusan los microcortes y otras deficiencias y fallos
del servicio eléctrico.

Por consiguiente, el Congreso de los Diputados ins-
ta al Gobierno a:

a) La mejora de las infraestructuras del transporte
de electricidad, tanto en lo que concierne a las lineas de
alta y media tensién, como sobre todo a las redes de
distribucién, lineas de baja tensién, en el medio urbano
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y en el rural, mediante incentivos que promuevan la
realizacién de las inversiones necesarias...».

Y nada mas. Y, desde luego, no ha habido ejemplos especificos de
realizacién de planificacion eléctrica conforme a las previsiones de
la Ley de ordenacién del sector eléctrico de 1994 —en donde aparece
ya formalmente el concepto— y tampoco en relacion a la LSE de
1997. Se renuncia en la préactica, pues, a construir un instrumento
administrativo de planificacién a partir del cual problemas como el
que nos preocupa del soterramiento de lineas eléctricas y, desde lue-
go, otros muchos més relativos, por ejemplo, a la relacién entre las
competencias del Estado y de las CC.AA. podrian tener una solucién,
sobre todo partiendo de ese principio de formacién participada de la
planificacién eléctrica entre Estado y CC.AA. al que se refiere el ar-
ticulo 4.1 de la LSE de 1997.

Probablemente, todo ello sucede porque llega la regulacién sobre
la planificacién eléctrica en un momento (1994 y 1997) de falta de
credibilidad o de descreimiento en las virtudes de la planificacién
administrativa (29). Es una casualidad que se hable por grimera vez
en nuestro Derecho de planificacién eléctrica cuando comienzan los
procesos de liberalizacién en este sector (1994), que alcanzan un ni-
vel enteramente apreciable con la LSE (1997), y todo ello en con-
gruencia con determinadas directivas comunitarias. Existe una cier-
ta contradiccién, entonces, entre un sector pretendidamente
liberalizado y una planificacién administrativa sobre ese sector a la
que sélo vergonzantemente se le otorga caracter vinculante en lo re-
lativo a las infraestructuras de transporte, y con independencia de
que una legislacién de Comunidad Auténoma —la de Canarias—
pretenda darle otro sentido mucho més intervencionista. Es evidente
que estamos ante un tema de amplio calado y cuyo completo trata-
miento nos llevaria muy lejos, pero debo advertir, en todo caso, que
no hay ni mucho menos una contradiccién insalvable entre una acti-
vidad liberalizada y una planificacién administrativa sobre determi-
nados aspectos de la misma en cuanto que ellos puedan rozar o en-

(29) Quizas, de la «quema» de la planificacién administrativa sélo se ha salvado la
«tradicional» urbanistica y, entre las nuevas formas de planificacién, la hidrolégica. Y aun
en este caso no cabe olvidar las criticas doctrinales que relevantes juristas dedicaron hace
afnos a las posibilidades de la planificacién hidrolégica, lo que no ha impedido la aproba-
cién de los Planes Hidrolégicos de cuenca (1998) y del Plan Hidrolégico Nacional (2001).
La reciente Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, dedica el capitulo II del Titulo III
a la planificacién forestal, con distintos instrumentos como la Estrategia forestal espafiola
(art. 29), el Plan Forestal Espaniol (art. 30), los Planes de Ordenacién de los Recursos Fo-
restales (art. 31), pero no se realiza una insercién especifica de esta planificacién con la te-
rritorial. S6lo hay una mencién y conexién especifica con los Planes de Ordenacién de Re-
cursos Naturales (cfr. art. 31.8 de la Ley de Montes).
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trar de lleno en aspectos claramente insertos en los intereses genera-
les. Y, desde luego, dificilmente podria negarse que los intereses ge-
nerales estdn més que relacionados con una actividad de produc-
cién, transporte y distribucién de energia eléctrica absolutamente
necesaria para el desarrollo de funciones béasicas en el desarrollo so-
cial y en la vida individual (30). Esta falta de contradiccién y la posi-
bilidad obvia de adoptar precisiones diversas las ha puesto de relieve
la Ley 13/2003 (31).

8. Conclusién desde el dmbito de la planificacién: el importante
papel, en la prdctica, de las planificaciones territorial y urbanistica.
Referencia a la asuncién de los costes sobre el soterramiento
en el marco de dichas planificaciones

Ante ello y, sobre todo, ante la falta efectiva de realizacién de la
planificacién eléctrica, pocas dudas caben de que, en la practica, las
planificaciones urbanistica y territorial tienen un amplio campo
abierto para abordar temas como el que nos ocupa, con una inciden-
cia maés especifica de la planificacién urbanistica (32) que de la terri-
torial, siendo también madas sencillo resolver en el Ambito del suelo
urbano y urbanizable la cuestién de la asuncién de los costes del so-
terramiento. En efecto, seria un deber de los propietarios el asumir
los costes de la urbanizacién, dentro de los que se incluiria el coste
del suministro de energia eléctrica, tal y como se puede deducir de
los articulos 14.2.b) y 18.6 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre ré-

(30) Conexién con intereses generales y servicio publico son, obviamente, conceptos y
expresiones enteramente separables. Esto queda enteramente demostrado en la trascen-
dental obra de S. MuNoz MacHADO, Servicio piiblico y mercado, cit. en su referencia al sec-
tor eléctrico al comienzo de este trabajo.

(31) Obsérvese, cosa que ya he resaltado en el punto 4, que el régimen juridico pro-
pio de las obras publicas se aplica a las infraestructuras de transporte de electricidad,
que no son, obviamente, obras publicas en el sentido tradicional del término. De la mis-
ma forma que el contrato de concesién de obras publicas no sélo se aplica a dichas
obras, sino también a las llamadas «actividades econémicas de interés general». Cfr. el
articulo 220 del Texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Puablicas,
aprobado por Real Decreto-Legislativo 2/2000, de 16 de junio, adicionado por la Ley
13/2003. Sobre la cuestién, vid. las pags. 61 y ss. de A. EMBID IrujO y E. CoLOM PI1AZUELO,
Comentarios..., op. cit.

(32) Las referencias normativas en este 4mbito podrian ser inacabables. Pero todas
ellas estdn orientadas en la misma direccién que la legislacién que va a quedar, parece,
como eternamente vigente, el Texto refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordena-
cién Urbana, aprobado por Real Decreto 1346/1976, de 9 de abril. Su articulo 12, que refie-
re el contenido de los Planes Generales de Ordenacién Urbana, indica en relacién al suelo
urbano que entre las determinaciones se contarén las «caracteristicas y trazado de las gale-
rias y redes de abastecimiento de agua, alcantarillado, energia eléctrica y de aquellos otros
servicios que, en su caso, prevea el Plan» [cfr. art. 12.2.1.g)]. Con terminologia semejante,
vid. el articulo 12.2.2.c) para el alli llamado suelo urbanizable programado.

30



EL SOTERRAMIENTO DE LAS LINEAS ELECTRICAS. PROBLEMATICA JURIDICA GENERAL

gimen del suelo y valoraciones (33). Por otra parte y también en lo
relativo a los suelos urbano y urbanizable, pueden encontrarse en la
legislacién y planificacién urbanisticas algunos criterios acerca de
cuando debera procederse al soterramiento (34).

Si la planificacién urbanistica —y lo mismo habria que decir de
la territorial— impusiera modificaciones (que implicaran soterra-
miento) al trazado de las lineas ya existentes, el coste econémico de-
berfa ser asumido por la Administracién que hubiera aprobado tal
planificacién (35).

En todo caso, estas planificaciones urbanistica y territorial podran
estar vinculadas por prescripciones derivadas de normas o planifica-
ciones ambientales dados los principios que acabamos de contemplar
supra, lo que hace necesario que dediquemos el siguiente apartado
del trabajo (III) a las ensefianzas que puedan derivarse del examen de
la legislacién ambiental. Igualmente, la normativa relativa al patrimo-
nio cultural puede contener decisiones que deban ser respetadas por
las planificaciones territoriales, lo que hara necesario estudiar tam-
bién en un apartado especifico dicha normativa (IV) (36).

(33) Todo ello en el plano de la mera cita a la legislacién basica. En términos seme-
jantes se expresa la legislacién urbanistica autonémica.

(34) En el plano de la legislacién estatal, ahora aplicable a titulo supletorio en la ma-
yor parte de su contenido tras la STC 61/1997, el articulo 53.6, en su segundo inciso, del
Reglamento de Planeamiento para el desarrollo y aplicacién de la Ley sobre Régimen del
Suelo y Ordenacién Urbana, aprobado por Real Decreto 2159/1978, de 23 de junio, indica
que «en el caso de Planes Parciales de uso predominantemente residencial, la red de distri-
bucién ser4 subterrdnea y los centros de transformacién quedaran integrados en la edifica-
cién o seran subterraneos». De forma semejante y ya en la reciente legislacién autonémica,
vid. ejemplificativamente el articulo 74.5 del Reglamento de desarrollo parcial de la Ley
5/1999, de 25 de marzo, Urbanistica, en materia de organizacién, planeamiento urbanisti-
co y régimen especial de pequefnos municipios, aprobado por Decreto 52/2002, de 19 de fe-
brero, del Gobierno de Aragén. La mencién al uso «predominantemente residencial» nos
sitda ante un concepto juridico indeterminado, pero, en teoria, bastante facil de determi-
nar en funcién de superficies totales ordenadas por el Plan Parcial y las dedicadas al uso
residencial.

(35) Lo indicado en el texto se corresponde con lo previsto en el articulo 58.2 LSE:
«La variacién del tendido de una linea como consecuencia de proyectos o planes aproba-
dos por la Administracién comportara el pago del coste de dicha variacién».

(36) Cfr. el libro ya citado de E. CoLom P1azuELo, El transporte de energia eléctrica,
pags. 251 y ss., sobre las prohibiciones de instalacién de lineas de energia eléctrica con re-
ferencia a las legislaciones de costas, carreteras, zonas de dominio publico, etc.
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III. CONSIDERACIONES DE LA PROBLEMATICA DEL TRANSPORTE DE
ENERGIA ELECTRICA Y DEL HIPOTETICO SOTERRAMIENTO DE LAS LINEAS DESDE
LA LEGISLACION AMBIENTAL. EL PAPEL ESPECIFICO DE LOS PROCEDIMIENTOS

DE EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL Y DE LAS NORMAS DECLARATORIAS
DE DETERMINADOS ESPACIOS NATURALES PROTEGIDOS

La legislacién ambiental estd constituida por normas del Estado
y de las CC.AA. que, en muchos casos, tienen su origen en directivas
comunitarias aprobadas por los 6rganos competentes en ejecucién
de la politica ambiental de la Comunidad. Me parece interesante co-
menzar por constatar que en las dos Directivas en las que pudiera
pensarse, al menos inicialmente, como fuentes de conocimiento en
relacién a la problematica derivada del soterramiento de las lineas
eléctricas, por los valores que representan, no hay ninguna mencién
expresa a esta cuestién. Me refiero, asi, a la Directiva 70/409/CEE,
del Consejo, de 2 de abril de 1979, relativa a la conservacién de las
aves silvestres, y también a la Directiva 92/43/CEE, del Consejo, de
21 de mayo de 1992, relativa a la conservacion de los habitats natu-
raleza y de la fauna y flora silvestres (37). Pues bien, insisto en que
no hay ninguna mencién expresa a esta cuestién en estos textos, de-
sarrollaindose ambas Directivas comunitarias en un plano distinto,
mas abstracto, que el de la referencia a una cuestién tan especifica.

La informacién anterior creo que debe ser valorada en el mismo
sentido en el que me he aproximado a una cuestién como ésta y lo
he advertido ya desde los comienzos del trabajo: la relatividad de
este tema desde un punto de vista valorativo, que hace que no deban
utilizarse planteamientos maniqueos ni estructurar la explicacién en
torno a lo «bueno» (el soterramiento) y lo »malo» (lo contrario). Di-
rectivas de contenido general (proteccién de las aves, proteccién de
determinados espacios) no tratan de cuestién tan singular. Y, de la
misma forma, tampoco lo hace la legislacién general de Espacios
Naturales Protegidos en Espafia (Ley 4/1989, con sus modificaciones
posteriores), existiendo algunas referencias parciales en determinada
normativa de CC.AA.

Por el contrario, me parece que lo que el ordenamiento juridico
nos presenta mayoritariamente es una cuestiéon sobre la que debe
decidirse, al menos desde el punto de vista ambiental, en el plano

(37) Cfr. sobre ambas Directivas el libro de A. GArcia URETA, Proteccién de hdbitats y
de especies de flora y fauna en Derecho Comunitario Europeo. Directivas 79/409 y 92/43, Ins-
tituto Vasco de Administracién Publica, Bilbao, 1997. Con posterioridad, E. NIETO GARRIDO,
La proteccion de la fauna salvaje en el ordenamiento juridico espariol, Lex Nova, Valladolid,
2001.
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de la consideracién de proyectos concretos y de espacios especifi-
cos. O sea, desde el ordenamiento de la evaluacién de impacto am-
biental (38) —y de la declaracién de espacios naturales—, que en al-
gunos casos tendra que tener lugar sobre los proyectos relativos a
determinadas lineas de transporte de energia eléctrica o de las nor-
mas declaratorias de concretos espacios.

En relacién al ordenamiento juridico de la evaluacién de impacto
ambiental, debo comenzar indicando la necesidad de que sean some-
tidos a evaluacién de impacto ambiental los proyectos de construc-
cién de lineas aéreas para el transporte de energia eléctrica con un
voltaje igual o superior a 220 kv y una longitud superior a 15 km [cfr.
Ley 6/2001, de 8 de mayo, de modificacién del Real Decreto-Legisla-
tivo 1302/1986, de 28 de junio, de evaluacién de impacto ambiental,
Anexo 1, Grupo 3.g)]. Igualmente deben ser sometidos a evaluacién
distintos proyectos que, aun no alcanzando el umbral anteriormente
indicado, «se desarrollen en zonas especialmente sensibles designa-
das en aplicacién de la Directiva 79/409/CEE, del Consejo, de 2 de
abril, relativa a la conservacién de las aves silvestres, y de la Directi-
va 92/43/CEE, del Consejo, relativa a la conservacién de los habitats
naturales y de la fauna y flora silvestres, o en humedales incluidos en
la lista del Convenio de Ramsar». En lo relativo especificamente a las
lineas de transporte eléctricas, se incluyen en este caso las «lineas
aéreas para el transporte de energia eléctrica con una longitud supe-
rior a 3 kilémetros» [cfr. Ley anterior, Anexo I, Grupo 9.b), 8.°].

Finalmente, podrdan ser sometidos a evaluacién, «cuando asi lo
decida el érgano ambiental en cada caso», siendo la decisién que se
adopte motivada y publica, proyectos relativos al «transporte de
energia eléctrica mediante lineas aéreas (proyectos no incluidos en el
Anexo I), que tengan una longitud superior a 3 kilémetros» [vid.
Anexo II, Grupo IV.a)].

De todo lo anterior resalta claramente que la evaluacién procede
s6lo en relacién a lineas «aéreas», lo que quiere decir que indirecta-
mente el soterramiento estd contemplado en la legislacién y es causa,
sin més, de exencién de la practica de este procedimiento, excepto que
discrecionalmente se decida ello por el 6rgano ambiental (39), tenien-
do en cuenta, ademaés, que el movimiento de tierras, por la superficie a

(38) Al margen de las referencias concretas en los cada vez mas numerosos manuales
de Derecho ambiental que estan apareciendo entre nosotros, cito solamente las monogra-
fias mas importantes aparecidas sobre la materia. Vid., asi, a J. RosA MORENO, Régimen ju-
ridico de la evaluacién de impacto ambiental, Trivium, Madrid, 1993; D. GOMEz OREA, Eva-
luacién de Impacto Ambiental, Mundiprensa, Madrid, 1999, y J. A. RAZQUIN LI1ZARRAGA, La
evaluacién de impacto ambiental, Aranzadi Editorial, Pamplona, 2000.

(39) No cabe duda de que el movimiento de tierras necesario para llevar a cabo el so-
terramiento de las lineas eléctricas también puede presentar problemas ambientales.
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que afecte, ya podria hacerse merecedor, sin mas, de la practica de
este procedimiento (40). Y lo que también quiere decir la anterior nor-
mativa es que, en hipétesis, una de las condiciones —medidas correc-
toras— que imponga la Declaracién de Impacto Ambiental para la rea-
lizacién de un determinado proyecto de construccién de lineas aéreas
de transporte puede ser su soterramiento en toda o en alguna parte de
su recorrido (41). Obviamente y en funcién de la prevalencia de las de-
cisiones ambientales sobre la planificacién territorial y urbanistica
que antes hemos contemplado, ello vincularia a estas planificaciones y
también a la actuacién de los 6rganos urbanisticos y territoriales, que
s6lo podrian adoptar las determinaciones que procedieran (otorga-
miento de autorizaciones y licencias) respetando los términos de la
Declaracién de Impacto Ambiental si ellos se incorporaban, claro esta,
a la aprobacién del proyecto técnico correspondiente.

De la misma forma, a las normas declaratorias de espacios natu-
rales protegidos pueden incorporarse —y de hecho se incorporan en
ocasiones (42)— prescripciones sobre la posibilidad de que el espa-
cio sea cruzado por lineas aéreas de transporte de energia eléctrica vy,
en su caso, la imposicién de determinados soterramientos (43).

IV. CONSIDERACIONES DESDE LA LEGISLACION DEL PATRIMONIO CULTURAL:
LA PROHIBICION DE LINEAS AEREAS EN DETERMINADOS BIENES.
EL INTENTO DE APLICACION DE LA NORMATIVA DE PATRIMONIO CULTURAL
AL PROYECTO DE CONSTRUCCION DE UNA IMPORTANTE LINEA ELECTRICA
DE TRANSPORTE INTERNACIONAL

De la misma forma, vamos a encontrar menciones —decisiones,
en realidad— en relacién al soterramiento de las lineas eléctricas en

(40) Cfr el Anexo I, Grupo 9.a): «Transformaciones de uso del suelo que impliquen
eliminacién de la cubierta vegetal o arbustiva, cuando dichas transformaciones afecten a
superficies superiores a 100 hectareas».

(41) Claro esta que los costes de este hipotético soterramiento configurado como me-
dida correctora del impacto previsible correrian a cargo del promotor del proyecto.

(42) Dentro de las habituales especificaciones que estas normas declaratorias tienen
sobre usos o actividades prohibidos, permitidos, compatibles, etc., en dichos espacios.

(43) No es habitual que las leyes ambientales generales sobre espacios naturales pro-
tegidos conozcan de tal tipo de decisiones, que suelen estar reservadas a la planificacién
concreta del espacio protegido. Parece claro, en todo caso, que la descripcién de algunas fi-
guras (por ejemplo, Reservas Naturales) parece excluir el trazado de lineas aéreas. En al-
glin caso, una ley general contiene para una figura muy especifica, y poco homologable en
relacién a las habituales, una decisién de compatibilidad con las «lineas de transporte de
energia», que s6lo puede entenderse que son las aéreas. Estoy pensando en la Ley aragone-
sa 6/1998, de 19 de mayo, de espacios naturales protegidos de Aragén, que en relacién a las
llamadas «Areas Naturales Singulares» (cfr. su regulacién en los arts. 48 y ss.) declara que
en cualquier caso es un uso autorizable, «requiriendo su autorizacién efectiva la previa
presentacién del oportuno Estudio de Impacto Ambiental», el de las «lineas de transporte
de energia».
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legislacién del patrimonio cultural. Otra vez adopto el criterio de ci-
tar exclusivamente la normativa estatal, la Ley 16/1985, de 25 de ju-
nio, de Patrimonio Histérico Espanol, dejando de lado la posibilidad
de introducirme en el ambito de muchos complejos sistemas autoné-
micos que, en realidad, en escasa medida se separan de la normativa
estatal.

Pues bien, en esta legislacién estatal de patrimonio cultural pue-
den existir figuras de proteccién que lleven consigo una intervencién
especial o, incluso, la prohibicién del tendido de cables.

Asi, por ejemplo, el articulo 22 de la Ley 16/1985 citada indica
que, en los Sitios histéricos o en Zonas Arqueolégicas (44), «cual-
quier obra o remocién de terreno que se proyecte realizar (...) deberd
ser autorizada por la Administracién competente para la proteccién
de dichos bienes». Parece claro que esta autoridad es la autonémica.
La misma autorizacién especifica es necesaria para las obras realiza-
das en los Monumentos o en los Jardines histéricos (art. 19).

Pero en otros casos la regulacién no se limita a la previsién de
una intervenciéon de la Administracién competente (la autorizacién),
sino que se adoptan ya decisiones por la misma norma: la prohibi-
cién. En ese sentido, el articulo 22.2 de la Ley 16/1985 indica taxati-
vamente que: «Queda prohibida la colocacién de cualquier clase de
publicidad comercial, asi como de cables, antenas y conducciones
aparentes en las Zonas Arqueoldgicas».

En idéntico sentido, el articulo 19.3 expresa que: «Queda prohibi-
da la colocacién de publicidad comercial y de cualquier clase de ca-
bles, antenas y conducciones aparentes en los Jardines Histdricos y en
las fachadas y cubiertas de los Monumentos declarados de interés cul-
tural. Se prohibe también toda construccién que altere el caracter de
los inmuebles a que hace referencia este articulo o perturbe su con-
templacioén».

La prohibicién que afecta a tendidos aéreos implica, claro est4,
que cualquier conduccién eléctrica que a estos lugares deba llegar o
transcurrir por los mismos sélo podra tener lugar bajo tierra.

Todo lo que hasta el momento he resefiado no son sino previsio-
nes para espacios bastante limitados territorialmente, eso es claro, y
esos espacios territorialmente limitados son los propios de la legisla-
cién de patrimonio cultural. No obstante, quiero concluir este apar-
tado resefiando los intentos de aplicacién de esta legislacién del pa-
trimonio cultural a unos espacios mucho méas amplios. En concreto,
me refiero a la problemaética planteada por una importante linea de

(44) Estos conceptos aparecen definidos en esta Ley, sin que ahora me parezca proce-
dente la reproduccién de dichas definiciones.
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transporte de energia eléctrica que se traté de construir para facilitar
los intercambios de energia entre Espafia y Francia. Se trataba de
la linea denominada Aragén-Cazaril (45), que alcanzaba un total de
240 km de recorrido y transportaba energia eléctrica a 380 kv. La
pretension de aplicacién de la legislacién de patrimonio cultural fue
realizada por quienes se oponian al Proyecto constructivo, que, ade-
lanto ya, no se realizé finalmente (46). Los razonamientos de los
opositores fueron rechazados por la Sentencia del Tribunal Supremo
de 2 de diciembre de 1994 (Arz. 10023), que afirmé la licitud del pro-
ceder de la Administracién Publica en relacién a dicha linea (47).

En concreto y en relacién a la legislaciéon de patrimonio cultural,
los recurrentes pretendian que dado que uno de los lugares por los
que debia transcurrir la linea (el Valle de Gistau, en el norte de la
provincia de Huesca) estaba declarado Paraje pintoresco por el De-
creto 907/1976, de 18 de marzo, era necesaria una autorizacion de la
autoridad cultural —que es autoridad autonémica dadas las compe-
tencias exclusivas en esta materia que tiene la Comunidad Auténoma
de Aragén ex articulo 35.1.33 del Estatuto de Autonomia (48)— para
cualquier actividad que afectara al espacio protegido, como lo era la
construccién de dicha linea. Dado que esa autorizacién no se habia
otorgado, ni siquiera se habia solicitado, la construccién era ilegal.

Como es conocido, la figura de los Parajes pintorescos procede de
la legislacién anteriormente vigente en materia de patrimonio cultu-
ral —la Ley de 13 de mayo de 1933, sobre defensa, conservacién y
acrecentamiento del Patrimonio Histérico Artistico—, existiendo
una disposicién transitoria de la Ley 16/1985 que preveia la reclasifi-
cacién de estos Parajes pintorescos en relacién a las nuevas figuras
de la Ley 16/1985 y el mantenimiento, en tanto tenia lugar esa clasi-
ficacién, de su caracter de Bien de Interés Cultural (49).

(45) Los detalles sobre este hecho pueden seguirse con provecho en el libro Informe
sobre la linea de transporte de energia eléctrica Aragén-Cazaril. Andlisis de alternativas, Dipu-
tacién General de Aragén, Zaragoza, 1990.

(46) Esta opinién debe entenderse en términos histéricos, o sea, relativos. De cuando
en cuando surgen nuevas propuestas de realizacién de esta infraestructura o, mas bien, de
conclusién de su trazado, en buena parte ya realizado.

(47) En esta Sentencia también fueron objeto de consideracién los aspectos ambien-
tales. En respuesta al argumento de los recurrentes de que no habia sido practicado un
procedimiento de evaluacién de impacto ambiental, el TS respondié que la legislacion vi-
gente —en aquel momento— en esta materia no imponia tal practica. Es obvio, por lo que
hemos contemplado en el apartado III de este trabajo, que ahora la legislacién vigente si
que lo hace. El cambio provino de la Directiva 97/11 y de su trasposicién al Derecho es-
panol.

(48) En desarrollo de esta competencia exclusiva, vid. la Ley 3/1999, de 10 de marzo,
del Patrimonio Cultural aragonés.

(49) La disposicién transitoria octava indica que: «Los Parajes Pintorescos a que se
refiere la disposicién transitoria de la Ley 15/1975, de 2 de mayo, de Espacios Naturales
Protegidos, mientras no sean reclasificados conforme a su disposicién final, conservaran la
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La STS rechaza la pretensién indicando que las normas propias
de un tipo de espacios, tal y como las configura la Ley 16/1985, no
pueden aplicarse a otros espacios como los Parajes pintorescos, por
lo que no tenia sentido la postulacién de la autorizacién de la Admi-
nistracién cultural autonémica.

En todo caso y al margen del caso concreto y de su solucién, re-
sulta curioso de la anterior narracién cémo se acudié en este tema
concreto a menciones de la legislacién de patrimonio cultural —y
ambiental—, sin mencionar para nada el soterramiento para atrave-
sar determinados espacios con valores culturales relevantes. Podria-
mos decir, en todo caso y al margen de las consecuencias econémi-
cas que la mencién a ese soterramiento habria tenido, que el mismo
podria haberse derivado, en su caso, de la practica de la evaluacién
de impacto ambiental como una de las medidas correctoras que, hi-
potéticamente, pudiera haber impuesto la autoridad ambiental.

V. CONCLUSIONES: INSATISFACCION DEL CONTENIDO DEL ORDENAMIENTO
JURIDICO. LAS CONSECUENCIAS PATRIMONIALES DE ESE TIPO DE DECISIONES
Y LA DIFICULTAD, EN OCASIONES, DE ALCANZAR UNA SOLUCION JUSTA PARA
ASUMIR LOS COSTES DEL SOTERRAMIENTO. LA ORIENTACION POR UNA
PLANIFICACION ELECTRICA CON UN MAYOR VOLUMEN DE DENSIDAD
NORMATIVA Y ESENCIALMENTE PARTICIPATIVA EN SU FORMACION

Llega el momento de dar por finalizado este pequefio trabajo, y lo
hago con un cierto sentimiento de insatisfaccién por la escasa preci-
sién que he sido capaz de demostrar en el desarrollo del tema y en la
formulacién sucesiva de conclusiones. Diré en mi disculpa que no es
posible encontrar respuestas mas claras en el ordenamiento juridico
aplicable a las preguntas tan importantes que planteé al comienzo
del trabajo. Frente a un ordenamiento juridico eléctrico fuertemente
caracterizado por la imprecisién, sélo la Ley 13/2003 aporta solucio-
nes, pero las relativas a la prevalencia de la planificacién eléctrica
arriesgan ser poco operativas por la escasa densidad juridica que
ésta tiene en la LSE y su norma reglamentaria de desarrollo —el RD
1995/2000— vy, sobre todo, por la nula operatividad que ha tenido en
el pasado y la presuncién que ello nos puede permitir establecer en
relacién al futuro. Por otra parte, la alternativa de fundar el predo-
minio de las competencias sectoriales estatales sobre la aprobacién

condicién de Bienes de Interés Cultural». Debe indicarse que la Ley de 1975 mencionada
fue derogada y sustituida por la Ley 4/1989, de 27 de marzo. Posteriormente a los hechos
narrados ha recuperado la figura de los Parajes pintorescos la Ley aragonesa 6/1998, de 19
de mayo, de Espacios Naturales Protegidos (art. 13).
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de proyectos concretos puede conducir muchas veces, en la practica,
a disputas judiciales muy profundas en las que el elemento compe-
tencial y las cuestiones relativas a la indemnizabilidad de ciertas de-
cisiones sean continuamente esgrimidos; al menos, la observacién de
la experiencia histérica en miiltiples sectores asi parece ensefiarlo.
En esas condiciones parece evidente que, excepto en los ambitos
del suelo urbano o urbanizable, donde la planificacién urbanistica
parece guiada por preceptos del ordenamiento juridico bastante cla-
ros y en donde, por tanto, se pueden adoptar decisiones simples y no
arbitrarias por dicha planificacién que, ademas, arrastraran faciles
soluciones para la importante cuestién de la financiacién de los cos-
tes derivados del soterramiento, en el suelo no urbanizable no es po-
sible alcanzar las mismas conclusiones. Descontadas algunas exactas
afirmaciones del ordenamiento del patrimonio cultural para deter-
minados espacios (que no siempre estaran clasificados como suelo
no urbanizable, ademas), sélo se pueden utilizar informaciones y
previsiones del ordenamiento ambiental para saber lo que inicial-
mente es posible realizar en dicho suelo, o no, y cuél seria el procedi-
miento para adoptar decisiones. En este plano, el aspecto discrecio-
nal de las decisiones parece consustancial a las correspondientes
indefiniciones del ordenamiento juridico. Es evidente que, ante ca-
sos concretos, podran caber legitimamente reproches de arbitrarie-
dad o de mezcla o predominio de criterios politicos a la hora de
adoptar decisiones por los 6rganos en cada caso competentes (50).
En estos casos, las soluciones a los sacrificios patrimoniales que
pueden existir sobre los titulares de las lineas no pueden establecerse
sobre los precios de la energia, al menos facilmente. Por un lado, es
claro que el articulo 16.2 LSE permite introducir en la retribucién de

(50) No viene mal recordar la forma en la que se deseché —¢definitivamente?— el
Proyecto Aragén-Cazaril. Respondiendo en el Senado, el 1 de febrero de 1996, el primer
ministro francés a una pregunta de un senador de la Alta Saboya sobre las medidas adop-
tadas para la conduccion subterrdnea de lineas de electricidad, a fin de armonizar el benefi-
cio econémico del transporte de electricidad con el interés ecolégico del mantenimiento
del paisaje y tras realizar un canto a la energia nuclear como base de la independencia
energética de Francia, afiade: «Como usted mismo, en la Alta Saboya, pero también en
otras regiones, quedo sorprendido cuando veo paisajes tinicos alterados por el paso de es-
tas lineas sobre torres de gran amplitud que constituyen un atentado permanente al medio
ambiente». Y, mas adelante, indica lapidariamente: «Por tanto, hay que cambiar de politica
en esta materia». Y el cambio, sorprendentemente, no se refiere a la Alta Saboya pues
«... acabo de tomar una decisién que, si bien no concierne a la Alta Saboya, les mostrara la
determinacién del Gobierno de caminar en este sentido». Y la decisién es: «He decidido no
autorizar el comienzo de las obras de construccién de la linea eléctrica de 400.000 voltios
Cazaril-Aragén [nétese la inversién que se produce en la descripcién del recorrido de la li-
nea frente a la que realizamos en Espafna y yo mismo he hecho en el texto], que debia atra-
vesar los Pirineos». Las informaciones en la pag. 55 de F. LoPEz RAMON, Consideraciones so-
bre la incidencia ambiental del trazado de las lineas eléctricas en el Derecho espariol. Crénica
beligerante del frustrado proyecto hispano-francés de la linea de alta tensién Aragén-Cazaril,
«Revista de la Asociacién de Derecho Ambiental Espaniol», 0, 1996.
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la actividad de transporte de energia eléctrica los gastos que hipotéti-
camente pudieran recaer sobre el titular, en cuanto se atiende para
fijar esa retribucién, entre otros, a los costes de inversién (51). Pero
el sistema, en general, no parece haber sido construido para asumir
en todo caso costes extraordinarios pues, desde otra perspectiva, de
la garantizadora de la posicién del usuario o consumidor, se indica
en el articulo 17.1 LSE que «las tarifas... seran tnicas en todo el te-
rritorio nacional», y s6lo se plantea una posibilidad de diversificar
territorialmente dichas tarifas en el articulo 17.3, segundo parrafo,
cuando se refiere a la existencia de tributos locales o autonémicos
que graven la actividad eléctrica (52).

La presentacién del panorama es, pues, un punto decepcionante
para un jurista que se hubiera acercado a este sector del ordena-
miento en busqueda de soluciones sencillas y claras. Mas bien la
contemplacién de este ordenamiento induce a pensar en la dificultad
de adoptar esas soluciones y en la facilidad con que, al contrario, los
distintos actores en cada procedimiento deberan o se sentirdn obli-
gados a acudir a los Tribunales para que resuelvan las opciones entre
los criterios y soluciones contradictorias que, de seguro, habran de
surgir. En suma, un derecho de caracteristicas fundamentalmente
pretorianas, lo que no es, en ningin caso, la mejor solucién para un
funcionamiento 4gil de los operadores, de la realizacién del princi-
pio de seguridad juridica para todos, usuarios y empresas, y de una
intervencién firme y con ideas claras de las Administraciones Pu-
blicas.

La unica solucién que de lege ferenda podria plantearse nos re-
trotrae al comienzo de lo indicado en este trabajo: una planificacién
eléctrica efectiva, a la que se le dotara de mas firmes rudimentos ju-
ridicos en el ordenamiento que le sirve de base y elaborada con cri-
terios fundamentalmente cooperadores y participativos entre la Ad-
ministracién estatal, titular de esa potestad de planificacién en la
mayor parte de las ocasiones —dejemos al margen el caso de Cana-
rias, que he referido con cita de su legislacién particular, y el su-
puesto de las competencias que las CC.AA., en funcién de lo previs-
to en el articulo 149.1.22 CE y las normas de sus respectivos

(51) El articulo 16.2 dice asi: «La retribucién de la actividad de transporte se estable-
cera reglamentariamente y permitira fijar la retribucién que haya de corresponder a cada
sujeto atendiendo a los costes de inversién, operacién y mantenimiento de las instalaciones,
asi como otros costes necesarios para desarrollar la actividad».

(52) El precepto tiene el siguiente tenor: «<En caso de que las actividades eléctricas
fueran gravadas con tributos de cardcter autonémico o local, cuya cuota se obtuviera me-
diante reglas no uniformes para el conjunto del territorio nacional, al precio de la electrici-
dad resultante del mercado de ofertas o a la tarifa se le podrd incluir un suplemento territo-
rial, que podrd ser diferente en cada Comunidad Auténoma o entidad local».
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EE.AA., pueden ejercitar (53)—, y las Administraciones autonémi-
cas y locales. Si no es asi, el tema del soterramiento de las lineas
eléctricas en la mayor parte de las ocasiones continuara siendo una
incégnita a priori o, en todo caso, un campo de terreno propicio al
combate judicial en relacién a las grandes preguntas planteadas al
comienzo de este trabajo: quién decide que una linea eléctrica debe
construirse de forma subterranea en todo o parte de su recorrido,
con arreglo a qué criterios y, finalmente, quién asume, en su caso,
los costes de esa decisién.

(53) Elarticulo 149.1.22 CE da competencia al Estado para la autorizacién de las ins-
talaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad Auténoma o el
transporte de energia salga de su dmbito territorial. Obviamente y cuando no se den estas
circunstancias, las competencias seran de las CC.AA. Sobre la cuestién, vid. los articulos 21
y 22 LSE y, en la jurisprudencia del TC, la STC 14/1992, de 14 de mayo.
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